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El Pleno del Congreso de los Diputados, en su reunién del
pasado dia 18 de diciembre de 1980, aprobé el dictamen emitido
por la Comisién de Justicia sobre el proyecto de ley de modifica-
cién del Cédigo civil en materia de filiacién, patria potestad y
régimen econémico del matrimonio.

El jurista espaiiol afronta una nueva normativa, y las primeras
orientaciones deberd buscarlas en la experiencia de la legislacién
extranjera, su doctrina y jurisprudencia. La Reforma del Derecho
de Familia Italiano, ya con un lustro de vigencia, cobra especial
interés comparativo, sobre todo en orden al régimen econémico-
matrimonial: nuestra Sociedad de Gananciales en su nueva confi-
guracién, en muchos aspectos se aproxima a la italiana «comunio-
ne Jegale dei beni». Un breve repaso de ese nuevo régimen eco-
némico-matrimonial italiano puede ser, por tanto, oportuno.

INDicE: La reforma de 1975 y el régimen anterior—Necesidad de la refor-
ma, sus principios inspiradores y su plasmacién legal—Derecho Transi-
torio.—Naturaleza juridica de la «comunione legale dei beni»—El objeto
de la comunidad legal: bienes comunes y privativos, y presunciones le-
gales de comunidad.—Gestién de los bienes comunes.—Régimen de res-
ponsabilidad por deudas.—Extincién de la comunidad: causas de disolu-
cién, reintegracién de las masas consorcial y privativas, divisién de la
masa consorcial—Regimenes paccionados: Las capitulaciones matrimonia-
les, la comunidad convencional, la separacién convencional, el fondo
patrimonial.

NotA bE 1A REbAcCION: En el ANUARIO (tomo XXIX, fasciculo II, abril-
junio 1975, pags. 369-423) se publica, firmado por G. T. M. «La nueva Ley
italiana sobre Reforma del Derecho de Familia». Recoge el texto de dicha
{.ey, y en pag. 385, las disposiciones sobre el régimen econémico matrimonial.
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La reforma de 1975 y el régimen anterior

La nueva legislacion italiana, a partir de la reforma de que ha
sido objeto el «Codice civile» (C. c.) por ley 151 de 19 de mayo de
1975, ha instaurado un régimen econémico-matrimonial legal su-
pletorio de comunidad de bienes («la comunione legale dei beni»).

Con anterioridad a su reforma del afio 1975, el C. c. italiano
de 1942 mantenia, como legal supletorio, un régimen econémico-
matrimonial de separacién de bienes, en el cual el patrimonio de
la esposa podia contener dos masas de bienes de distinta natura-
leza: los bienes dotales y los bienes parafernales. La regla gene-
ral, dentro del patrimonio privativo de la mujer, era al de la
parafernalidad (antiguo art. 210), pero con respecto a sus bienes
parafernales —en el régimen de separacién— la mujer tinicamente
tenia el dominio, goce y administracién, en principio —de acuerdo
al antiguo art. 212 C. c.—, subordinandose su actuacién dispositiva
a la autoridad del marido, como jefe de la familia (antiguo art, 144
C. c). Con relacién a los bienes dotales de la mujer, el marido
venia a asumir la posicién de un usufructuario, si bien con la
obligacién de afectar los frutos de la dote al levantamiento de
las cargas de la familia. La institucién de la dote quedaba amplia-
mente regulada en los antiguos articulos 177 a 214 C. c.

La Ley Reformadora de 1975, que ha supuesto una modifica-
cién general y profunda en todo el ambito del Derecho de Familia,
instaura —como deciamos —en la esfera patrimonial del matrimo-
nio el régimen legal supletorio de comunidad de bienes, a al vez que
prevé la convencién capitular de un régimen de separacién, o el
establecimiento en los capitulos de una comunidad convencional
distinta de la legalmente tipificada, o incluso la constitucién de un
fondo patrimonial especialmente afecto al levantamiento de las
cargas familiares, al tiempo que suprime la institucién de la dote,
definitivamente abolida, al declarar el articulo 166 bis C. c. la nuli-
dad de toda estipulacién que, siquiera indirectamente, implique
la constitucién de bienes en dote.

La Ley Reformadora de 1975 fue aprobada tras un largo y la-
borioso proceso parlamentario, de acuerdo al texto redactado por la
Comisién del Senado unificando los proyectos de Falcucci y Branca;
Ia aprobacién por el Senado se obtuvo en la sesién de 26 de febrero
de 1975, y la del Congreso de Diputados en la de 22 de abril del
mismo afio; la promulgacién por el Presidente de la Repiiblica se
produjo el 19 de mayo, siendo publicada la ley en la «Gazzeta
Ufficiale» el 23 de mayo, para entrar en vigor el 21 de septiembre
del mismo afio.

Tras la reforma, por lo que afecta a las materias que nos inte-
resan, el C. c. viene a regular dentro del Libro I («Delle persone
a della famiglia»), Titulo VI (<Del matrimonio»), e n su capitulo IV,
«los derechos y deberes que nacen del matrimonio» (arts. 143 vy ss.);
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el capitulo VI, dividido en seis secciones, trata del régimen patrimo-
nial de la familia.

Necesidad de la reforma, sus principios inspiradores
y su plasmacién legal

La reforma del régimen econémico-familiar venia exigida, en
primer término, por una transformacién sociolégica del pais, que
de una sociedad basicamente agricola habia pasado a ser una socie-
dad preferentemente industrial, produciéndose a raiz de ello una
«contrazione della famiglia» o reduccién del grupo familiar: la
antigua familia patriarcal queda sustituida por una familia redu-
cida a la comunidad conyugal y los hijos convivientes («nuclear
family», «famiglia ridotta»), imponiendo —en lo juridico— el paso
de un sistema monocratico a un sistema de direccién colegial de
la familia.

La reforma venia también condicionada por el mandato cons-
titucional. El articulo 29-2 de la Constitucién italiana declara que
el matrimonio se ordena sobre la base de la igualdad moral y juri-
dica de los cényuges con las limitaciones establecidas por la Ley
en garantia de la unidad familiar; el articulo 2 de la Constitucién
afirma. que la Repuiblica reconoce y garantiza los derechos invio-
lables del hombre, sea como individuo, sea como miembro de for-
maciones sociales en que se desenvuelve su personalidad; el ar-
ticulo 3 sienta el principio de igualdad y paritaria dignidad social
de toda persona.

Sobre la base del texto constitucional, se declaré por la «Corte
Costituzionale» la ilegitimidad («illegittimita») —y consiguiente pér-
dida de eficacia— de los siguientes preceptos de la legislacién civil:
1) el antiguo articulo 145-1 C. c., en la medida en que no subordi-
naba a la falta de recursos econémicos propios de la mujer, la
obligacién del marido de procurarle sustento (pronunciamiento de
13 de julio de 1970); 2) el antiguo articulo 156-1 C. c., que imponia
al marido, en régimen de separacién sin culpa de ninguno de los
cényuges, el deber de proveer al sustento de la mujer, con indepen-
dencia de la situacién econémica de uno y otro (pronunciamiento
de 23 de mayo de 1966); 3) el antiguo articulo 164-1 C. c., que
prohibia a los terceros probar la simulacién urdida en capitulacio-
nes matrimoniales (pronunciamiento de 16 de diciembre de 1970);
4) el antiguo articulo 781 C. c., que prohibia las donaciones entre
cényuges durante el matrimonio (pronunciamiento de 29 de julio
de 1973); 5) la sentencia de la «Corte Costituzionale» de 26 de
junio de 1974 declara incluso, con relacién al antiguo articulo 215
C. c. —que preveia la opcién capitular por un régimen de comu-
nidad—, que es inconstitucional la ausencia, en dicho precepto,
de una presuncién legal del régimen de comunidad de bienes como
régimen ordinario de la familia. La introduccién del sistema legal
supletorio de comunidad de bienes quedaba, de este modo, suge-
rida al legislador por la «Corte Costituzionale».

11
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La Ley Reformadora de 19 de mayo de 1975 adecua la legislacién
civil al principio constitucional de igualdad moral y juridica de los
cényuges, tanto en orden al gobierno de la familia como a las rela-
ciones juridico-patrimoniales que surgen del matrimonio. Asi, en la
esfera de las relaciones personales entre los cényuges se suprime la
antigua autoridad o potestad marital y la consideracién del marido
como jefe de la familia, del antiguo articulo 144, ordendndose las
relaciones conyugales bajo el principio de reciprocidad, a la vez
que, en la esfera patrimonial, se equipara el trabajo doméstico de
la mujer al trabajo profesional del marido —equiparacién ésta
altima que es la que, en el plano legal, ha condicionado sociolégica-
mente la supletoriedad del régimen de comunidad de btienes.

La plasmacién legal de estos principios o directrices generales
de la reforma se produce en diversidad de preceptos.

El actual articulo 143 C. c. dispone que con el matrimonio el
marido y la mujer adquieren los mismos derechos v asumen las
mismas obligaciones; del matrimonio deriva la obligacién reciproca
de fidelidad, asitencia moral y material, de colaboracion al interés
de la familia y de cohabitacién; ambos cényuges quedan obligados
a contribuir al sostenimiento de las cargas de la familia, cada uno
en la medida de sus propios recursos («in relazione alle propie
sostanze») y de su propia capacidad de trabajo profesional o do-
meéstico.

Los cényuges —continua el art. 144 C. c.— decidirdn por
mutuo acuerdo la direccién general de la familia y el lugar de la
residencia de ésta, atendiendo a las circunstancias de cada uno
y a las necesidades de la familia misma. Cada unc de los cényuges
podré, separadamente, ejercitar o llevar a cabo las decisiones con-
cordadas en la direccién de los asuntos de la familia.

En el caso de falta de acuerdo entre los cényuges —prevé el
art. 145 C. c—, cada uno de ellos podrd pedir sin formalidad
(«senza formalita»), la intervencién del juez, el cual, oidas las
opiniones de ambos cényuges, asi como de los hijos convivientes
mayores de dieciséis afios, tratara de llegar a una solucién de
acuerdo; si ésta no fuera posible, y el desacuerdo entre los cdn-
yuges afectase a algtin asunto familiar esencial, el juez requerido
expresa y conjuntamente por aquéllos, dictaria la colucién que
considere més adecuada a las exigencias de la unidad v de la vida
familiar.

Segtin Bellantoni y Pontorieri, con la expresién «sin formalidad»
el legislador ha pretendido posibilitar a los cényuges un contacto
directo o inmediato con el juez, sin necesidad de tener que acudir
al patrocinio de un defensor, sino, al contrario, pudiendo aquéllos
comparecer por si ante el juez y exponerle incluso oralmente los
motivos de su desacuerdo.

El matrimonio impone a ambos cényuges el deber de mantener,
instruir y educar a la prole, concurriendo al cumplimiento de esta
obligacién en proporcién a sus recursos respectivos («sostanze»)
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y a su capacidad de trabajo profesional o doméstico (articu-
los 147 y 148 C. c.).

De esta suerte, el trabajo desarrollado en el seno de la familia
por la mujer hogarefia queda especialmente reconocido por el
legislador, y equiparado al profesional del marido; y la remunera-
cién indirecta de aquél se consigue mediante la presuncién legal
del régimen de comunidad de bienes.

En efecto, de acuerdo al actual articulo 159 C. c., el régimen
patrimonial legal de la familia, a falta de otro especialmente esti-
pulado en capitulaciones matrimoniales, sera el de comunidad de
bienes regulado en este Cddigo.

El régimen de la comunidad legal de bienes se aplica, por tanto,
«ope legis» a los esposos que, con anterioridad o al tiempo de
contraer matrimonio, no hubiesen dispuesto validamente otra cosa
en capitulaciones matrimoniales. No obstante, deben hacerse ciertas
salvedades, en lo que respecta a los problemas de Derecho Transi-
torio consiguientes a la introduccién de este nuevo régimen legal
de comunidad de bienes.

Derecho Transitorio

Los problemas de Derecho Transitorio, que se derivan de la
instauracién del régimen legal supletorio de comunidad de bienes,
han sido abordados por el articulo 228 de la Ley Reformadora de 19
de mayo de 1975, adoptando, como criterio de solucién, un princi-
pio —que pudiéramos llamar— de «retroactividad atenuada».

De la norma transitoria aludida se desprende que, si el matri-
monio se hubiese celebrado con anterioridad a la entrada en vigor
de la presente ley, transcurridos dos afios desde la vigencia de
ésta (esto es, a partir del 21 de septiembre de 1977), entrardn a
formar parte de un régimen de comunidad legal los bienes adqui-
ridos por el matrimonio con posterioridad a esta fecha, si entre-
tanto los cényuges no hubiesen manifestado su voluntad en con-
trario por acto solemne ante notario o ante el oficial del Registro
Civil («ufficiale dello stato civile») del lugar de celebracién del
matrimonio.

Pero incluso con anterioridad al transcurso de dos afios desde
la entrada en vigor de la reforma, los bienes sucesivamente adqui-
ridos por el matrimonio podrian entrar a formar parte de un
régimen de comunidad legal, siempre que los cényuges asi lo con-
vengan expresamente —y se entiende que...— con igual solemnidad,
quedando en cualquier caso a salvo los derechos de terceros.

La misma norma transitoria del articulo 228 de la ley 151 de 19
de mayo de 1975 contiene, finalmente, una interesante disposicién
en orden a las costas tributarias o arancelarias que pudieran dedu-
cirse en funcién de los cambios de titularidad sobre los bienes,
consiguientes a la mutacién del régimen econémico-matrimonial.
Con arreglo al articulo 228 de la Ley, los actos de que se trata en
los parrafos anteriores, aunque entrafien una transferencia even-
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tual o ya producida de derechos, estin exentos de impuestos y
tasas; y los honorarios profesionales relativos a tales actos queda-
rén reducidos a la mitad.

La comunidad legal de bienes, que se constituya a raiz de lo
dispuesto en esta norma transitoria, no sera oponible a los terce-
ros en tanto no se haya hecho constar por anotacién al margen
de la inscripcién del matrimonio.

Naturaleza juridica de la «comunione legale dei beni»

Antes de la Reforma de 1975, el C. c. de 1942, como alternativa
frente al régimen legal supletorio de separacién de bienes, per-
mitia a los cényuges pactar en capitulaciones un régimen de comu-
nidad restringida a las adquisiciones y ganancias (antiguo articu-
lo 215 C. c.). Esta comunidad de bienes entre los cényuges se regi-
ria, en primer lugar, por las rigidas e inderogables disposiciones
legales contenidas en el Cédigo; en segundo término, la comunidad
se regiria por lo convenido en los capitulos, en cuanto no contravi-
niese lo dispuesto en la ley; y finalmente, serian aplicables como
supletorias las normas atinentes a la comunidad ordinaria (por
remisién que hacfa el antiguo art. 216 a los arts. 1.100 y ss. C. c.).

Sobre la base de esta remision legal al régimen de la comunidad
ordinaria, la generalidad de los autores se orientaba hacia la consi-
deracion de la comunidad de bienes entre cényuges como una comu-
nidad de tipo romano; no faltaban, sin embargo, autores discre-
pantes de la opinién mayoritaria, que habian calificado la comu-
nidad entre cényuges como atipica (asi Busnelli) o como comuni-
dad sin cuota (Fragali) o como comunidad germénica «en mano
comiin» (Messineo).

Sin embargo, como sefialan Paola y Macri, la discusién doctri-
nal acerca de la naturaleza juridica de la comunidad de bienes
entre conyuges, con anterioridad a la reforma de 1975, carecia de
gran utilidad practica, en la medida en que, de acuerdo a la remi-
sién contenida en el antiguo articulo 216, serian siempre supleto-
riamente aplicables las normas reguladoras de la comunidad or-
dinaria.

Pero tras la reforma introducida por la Ley de 1975, el régimen
de comunidad asciende a la categoria de legal o supletorio, y no
se contiene, sin embargo, en la nueva redaccién de los preceptos
del Cédigo ninguna norma de reenvio similar a la que hiciera el
antiguo articulo 216 —declarando la supletoriedad de las reglas
de la comunidad ordinaria— o similar a la que, mds anteriormente,
hiciera el viejo Cédigo de 1865 —que declaraba supletorios, en
materia de comunidad convencional entre cényuges, los preceptos
relativos a la sociedad—.

Por tanto, en la actualidad, el tema de la naturaleza juridica de
la comunidad legal de bienes cobra una especial importancia, sobre
todo para ofrecer soluciones de analogia que permitan al intérprete
superar las posibles lagunas legales.
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Como advierten Paola y Macri, el hecho de que tras la reforma
de 1975, el legislador no haya reproducido una norma de remisién
indicadora de la supletoriedad de las reglas de la comunidad ordi-
naria ni de la sociedad, denota inequivocamente su intencién de
no encuadrar la figura de la comunidad legal de bienes en ninguna
de aquellas dos especies.

En efecto, como escribe recientemente Carlucci, la concepcién
de la «comunione legale dei beni» entendida como persona juridica
no parece que pueda sostenerse ante la ausencia de un expreso
reconocimiento legal de su pretendida personalidad juridica (ar-
ticulo 12 C. c.), ante Ia falta de una aplicabilidad supletoria de las
normas de la sociedad, e incluso ante la falta de una absoluta insen-
sibilidad entre los patrimonios privativos de los cényuges y el patri-
monio consorcial (arts. 189 y 190 C. c.).

De otra parte, tampoco cabe catalogar la comunidad legal de
bienes como comunidad ordinaria del tipo romano, pues —como
dicen Paola y Macri— mientras la comunidad romana responde a
una finalidad estatica, meramente conservativa o de goce, la comu-
nidad legal de bienes se ordena hacia la realizacién de los intereses
de la familia en adecuacién a sus necesidades variables, lo cual
caracteriza aquella comunidad como esencialmente dindmica; en
consecuencia —y a diferencia de la comunidad romana—, la comu-
nidad legal de bienes se disuelve sélo en virtud de causas taxati-
vamente fijadas por la ley, y la gestién del patrimonio comin
alcanzari los actos de inversién o empleo productivo de los bienes
consorciales (arts. 191 y 180 C. c.).

Carlucci considera que, tras la reforma de 1975, la comunidad
legal de bienes se configura a modo de una comunidad germanica
en mano comun, especialmente si atendemos a la indisponibilidad
de las cuotas de cada cényuge sobre el patrimonio comin y al
caracter legal de las causas de disolucién de la comunidad (arts. 194
y 191 C. c); y en tal sentido, Carlucci entiende que, tras el cambio
legislativo, ha venido a prevalecer la construccién que formulara
Messineo en su trabajo de 1920 sobre «La natura giuridica della
comunione legale dei beni», conceptuandola como una comunidad
germadnica, «a mani riunite», «en mano comunn.

Sin embargo, Paola y Macri oponen frente a esta caracterizacién
de la comunidad legal de bienes como comunidad germanica, tras
la reforma de 1975, serias objecciones. En primer lugar, si bien no
cabe hablar, en puridad, de alienabilidad de la cuota, si puede, en
cambio, producirse un vaciamiento econémico de la cuota durante
el mismo matrimonio, dada la comunicacién de responsabilidad
que, por via subsidiaria, persiste entre el patrominio consorcial y
los privativos de cada cényuge (arts. 189 y 190 C. c.). En segundo
término, si la comunidad legal de bienes no fuese mis que una
simple comunidad, carente, por tanto, de personalidad juridica, no
resultaria explicable el hecho de que el articulo 180 hable de la
legitimacidén de los cényuges en orden a la representacién en juicio
de la comunidad.
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En este punto, Paola y Macri toman en consideracién las conclu-
siones de Galgano en su trabajo «Associazioni non riconosciute»
de 1976, en el cual Galgano estima que debe superarse por la mo-
derna doctrina cientifica la tradicional contraposicién entre perso-
nas fisicas y personas juridicas, pues en la realidad del trafico juri-
dico operan ademaés, como verdaderos sujetos de derecho, entes no
personificados, 1o que lleva a contraponer los conceptos de perso-
nalidad y subjetividad juridica. Esta reciente linea del pensamiento
juridico italiano ha otbenido también una reciente plasmacion ju-
risprudencial, en la sentencia de casacién de 16 de noviembre de
1976, en la cual se declara que ademds de las personas fisicas y juri-
dicas, el ordenamiento juridico también admite la existencia de
otros sujetos de derecho, «siempre que un patrimonio, que pro-
venga de patrimonios de varias personas, sea destinado a la conse-
cucién de un fin comun, considerado merecedero de una particular
tutela y como tal elevado a centro auténomo de referencia de situa-
ciones juridicas».

Sobre esta base, Paola y Macri concluyen que la comunidad legal
de bienes, si bien no dotada de personalidad juridica, queda confi-
gurada por el ordenamiento juridico como un sujeto de derecho
distinto de ambos cényuges, en cuanto tiene un patrimonio propio
y diferenciado, una autonomia negocial y una propia capacidad
procesal.

El objeto de la comunidad legal: bienes comunes y privativos,
y presunciones legales de comunidad

A) Bienes comunes: El articulo 177 C. c. dsclara que constitu-
yen el objeto de la comunidad: a) los bienes adquiridos por los
cényuges, conjunta o separadamente, durante el matrimonio, que no
tengan la consideracién de bienes privativos; b) los frutos de los
bienes propios de cada cényuge, percibidos y no consumidos al
tiempo de la disolucién de la comunidad legal; c) las resultas pro-
venientes de la actividad separada de cada uno de los cényuges si,
al tiempo de la disolucién de la comunidad legal, no hubiesen sido
consumidas; d) las empresas gestionadas por ambos cényuges y
constituidas después de la celebracién del matrimonio. Cuando
se trate de empresas pertenecientes a uno de los cényuges con an-
terioridad al matrimonio pero gestionadas por ambos consortes. se
reputaran comunes tnicamente las utilidades o ganancias («utili»)
y los aumentos de dicha empresa. Conforme al articulo 178 C. c.,
1os bienes destinados al ejercicio de la empresa de uno de los cén-
yuges, constituida después de la celebracién del matrimonio, asi
como los incrementos de la empresa constituida antes del matri-
monio, tendran la consideracién de bienes comunes sélo si subsis-
ten al tiempo de la disolucién de la comunidad legal.

En comentario a los preceptos legales precedentes, cabe decir,
en primer lugar, en relacién al articulo 177-a, que aunque algunos
autores, como Russo, interpreten comprendida unicamente en la
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hipétesis del precepto «la actividad juridica de transformacién del
dinero en bienes», o como entiende Finocchiaro, el incremento pa-
trimonial consiguiente a un acto de inversién de la economia do-
meéstica (tratando, con ello, de esclarecer 2l sentido de la expresién
legal «acquisti compiuti», «adquisiciones verificadas», que emplea
el precepto del Cddigo), sin embargo, parece mas segura la inter-
pretacién amplia de la norma, que postulan Schlessinger y Pino,
entendiendo comprendidas en la hipé6tesis del precepto cualesquiera
atribuciones patrimoniales verificadas a favor de uno o ambos cén-
yuges, independientemente del titulo de su adquisicién, bien sea
ésta originaria o derivativa, inter-vivos o motis-causa, onerosa o
gratuita, con tal de que no se incluya en ninguno de los supuestos
de privatividad del articulo 179.

Con relacién a las letras b y ¢ del articulo 177, ofrece especial
interés la consideracién, como comunes, sélo de los frutos y resul-
tas de la actividad de los cényuges que subsistan en el matrimonio
al tiempo de disolverse la comunidad legal. Oppo distingue, asi,
con base en esta norma, entre una comunidad legal inmediata y
una comunidad legal diferida o «de residuo», que es la que afecta
a los frutos y resultas de la actividad de los cényuges, compren-
diendo sélo aquéllos que subsistan al disolverse la comunidad legal.

Parece, sin embargo, prudente y concordante con el espiritu de
la reforma, la opinién mantenida por Bellantoni y Pontorieri, en el
sentido de afirmar que los frutos y las resultas de la actividad de
los cényuges podran engrosar el patrimonio comin: 1) bien direc-
tamente, en la medida en que, no consumidos durante el matri-
monio, subsistan residualmente al tiempo de la disolucién de la
comunidad legal; ¢ 2) bien indirectamente, cuando se hubieren
empleado por los cényuges en la adquisicién de otros bienes no
consumibles (de acuerdo al art. 177-a): estos bienes no consumibles
adquiridos por los cényuges mediante inversién de frutos de bienes
privativos o de inversién de las resultas de su actividad tendrén,
«ab initio», la consideracién de bienes comunes y no privativos.
Esta solucién —aparte de encajar perfectamente dentro de la regla
del articulo 177-a C. c.— parece concordante con la «mens legis-
latoris», que no incluye en la comunidad en liquidacién derecho
alguno de reintegro de frutos o resultas no subsistentes, porque
presume que se han consumido para atender a las necesidades
de la familia; luego, si no se hubieren consumido, sino cambiado
por otros bienes no consumibles, éstos habran de quedar igual-
mente vinculados a la comunidad familiar.

Creemos que sin perjuicio de lo anterior es como debe enten-
derse, por lo demis, el cometnario de Paola y Macri al articu-
lo 177-b, en relacién con el articulo 185, cuando, con base en tales
preceptos, estos autores estiman que cada cényuge tiene durante
el desarrollo de la comunidad legal el goce y la administracién
de sus propios bienes, debiendo excluirse cualquier injerencia o
poder de control por parte del otro cényuge.



424 Juan Alvarez-Sala Walther

No obstante, Paola y Macri ponen de relieve que la exclusividad
de goce y administracién de los propios bienes correspondiente a
cada cényuge encuentra una limitacién fundamental en la regla
de los articulos 143 y 148 C. c,, que imponen a ambos cényuges
el deber de contribuir al sostenimiento de las cargas de la familia
en proporcién a sus respectivos recursos y capacidad de trabajo
profesional o doméstico y en base a tales preceptos, segin los auto-
res citados, debe reconocerse a cada cényuge un derecho de crédito
sobre el otro, en la medida en que éste venga obligado a contribuir
a las cargas de la familia, evitando que distraiga de esta finalidad
los rendimientos de su patrimonio privativo o actividad profesional.

Por lo demés, la palabra «frutos», que emplea el articulo 177-b,
debe entenderse comprensiva tanto de los frutos naturales como
civiles, en los términos del articulo 820 C. c. (el Derecho italiano
no distingue entre frutos naturales e industriales, quedando estos
ultimos englobados conceptualmente en los primeros).

En cuanto a las resultas de la actividad separada de cada cén-
yuge, de que habla el articulo 177-c, parece que se alude a los
rendimientos de la actividad profesional o de trabajo de cada
cényuge, aunque también es admisible extender la norma a cual-
quier ventaja obtenida a raiz del esfuerzo singular de cada cényu-
ge asumiendo algiin riesgo o peligro, y asi entrarian en la comu-
nidad de residuo las ganancias obtenidas por cualquiera de los
cényuges en juegos de azar.

Finalmente, atendiendo al articulo 177-d y a su ultimo parrafo, y
al articulo 178 C. c., cabe sistematizar las siguientes posibilidades:

— empresa gestionada por ambos cényuges: si con anterioridad
al matrimonio pertenecia a uno de los cényuges, s6lo seran comu-
nes las utilidades, ganancias o aumentos d= la empresa producidos
durante el matrimonio; si la empresa fue constituida durante el
matrimonio, serd comin la empresa en si;

— empresa gestionada por uno solo de los cényuges: si la em-
presa le pertenecia con anterioridad al matrimonio, los aumentos
de la empresa (y las ganancias) entrardn a formar parte de la
«comunidad de residuo»; si la empresa se constituyé durante el
matrimonio, también integrardn la «comunidad de residuo» los
elementos patrimoniales aportados para su constitucién.

B) Bienes privativos: Conforme al articulo 179 C. c., no cons-
tituyen objeto de la comunidad, sino que tendran la consideracién
de bienes privativos de cada cényuge: a) los bienes de los que
fuese propietario ya con anterioridad al matrimonio, asi como los
derechos reales de goce, cuya titularidad le perteneciese con igual
anterioridad; b) los bienes adquiridos con posterioridad a la cele-
bracién del matrimonio por efecto de donaciones o sucesiones,
cuando en el acto de liberalidad o en el testamento no se hubiese
especificado que se atribuyen a la comunidad; c) los bienes de uso
estrictamente personal de cada cényuge, junto con sus accesorios;
d) los bienes que sirven al ejercicio de la profesién del cényuge,
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excepto aquellos destinados al desarrollo de la empresa periene-
ciente a la comunidad; e) los bienes obtenidos a titulo de resar-
cimiento de dafio asi como las pensiones correspondientes a la
pérdida parcial o total de la capacidad laboral; f) los bienes adqui-
ridos mediante el precio de transmision de bienes privativos ante-
riormente enumerados, o por permuta con éstos, siempre que asi
se declare en el acto de su adquisicién.

Con relacién al precepto transcrito, vamos a centrar nuestro
comentario unicamente —dada la especialidad que ofrecen en rela-
cion al Derecho espaiiol— sobre algunos puntos.

En primer lugar, los bienes de uso estrictamente personal o des-
tinados a la profesién de uno de los cényuges, tendran siempre
caracter privativo, incluso aunque su adquisicién se hubiese hecho
con cargo a la comunidad —de acuerdo a Bellantoni y Pontorieri—.
También en esto coinciden Schlesinger, Paola y Macri.

De acuerdo a estos ultimos autores, sera caracteristica de los
bienes de uso personal del cényuge su naturaleza mueble no regis-
trable y su funcién de consumo u ornamental (vestuario, cosméti-
cos, joyeria...), siempre y cuando su valor intrinseco no sea desor-
bitado, sino que corresponda a las circunstancias propias de la con-
dicion social de los cényuges: atendida la posicién econémica de
la familia, una determinada joya de gran valor podria no ser un
bien de uso personal privativo del cényuge, sino una inversién
perteneciente a la comunidad, al amparo del articulo 177-a C. c.

De acuerdo a los mismos autores, la privatividad del bien des-
tinado a la profesién del cényuge -—independientemente de los
fondos comunes o privativos que se contraprestaron para su ad-
quisicién— exige una relacién objetiva de servicio entre el bien y
la profesién para que se utiliza, no bastando una destinacién sub-
jetiva o para mero ornamento de la profesién. En tal sentido, ten-
dran la consideracién de bienes destinados a la profesién del c¢én-
yuge, y en tal concepto, seran privativos suyos, los utensilios de
trabajo, las bibliotecas, aparatos técnicos, méaquinas de escribir,
etcétera; pero, por el contrario, no tendrén esa consideracién, sino
gue seran bienes comunes, los cuadros de autor o el mobiliario
de anticuario, por ejemplo, colocados en el estudio del profesional.

El concepto de bien privativo se predica también respecto de las
indemnizaciones compensatorias de dafios sufridos singularmente
por uno de los cényuges, interpretando la doctrina que la regla
de privatividad no se altera porque la indemnizacién sea «in natu-
ra» y no «in moneta», o porque el daiio, en vez de ser personal
(fisico o moral), alcance al patrimonio del cényuge.

En cuanto a las pensiones, algiin autor opone frente al pronun-
ciamiento legal sobre su privatividad, que por su concepto de ren-
dimiento diferido de una actividad de trabajo anteriormente pres-
tada, debieran integrar la «comunidad de residuo», a tenor de lo
dispuesto en el articulo 177-c. Sin embargo, el legislador aqui se
pronuncia terminantemente en favor de la privatividad, siempre
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que la pensién sea compensatoria de una pérdida parcial o total
(v. gr., jubilacién) de la capacidad laboral, y lo mismo —interpre-
tan los autores— sea satisfecha la pensién por la Seguridad Social
que por Institutos privados.

Destaquemos, por ultimo, con relacion a la letra «f» del ar-
ticulo 179, que el juego de la subrogaciéu real («res in loco pre-
tium, et pretium in loco rei»), con relacién al patrimonio privativo
de los conyuges, no opera de una manera automatica, sino que se
condiciona a una disposicién negocial, en la medida en que, como
dice el precepto, el bien adquirido por permuta con otro bien pri-
vativo o mediante el precio obtenido por enajenacién de otro bien
privativo, s6lo serd, a su vez, también privativo, «cuando asi se
declare en el acto de adquisicién». Faltando esta especial declara-
cién negocial, parece que el bien adquirido entraria en la hipdte-
sis del articulo 177-a, siendo consiguientemente comdn.

C) Presunciones legales de comunidad: Para resolver la even-
tual dificultad en orden a determinar el cardcter comin o priva-
tivo de los bienes del matrimonio, el C. c¢. dicta dos reglas gene-
rales: la primera, aplicable a los bienes inmuebles y los bienes
muebles registrables —en el art. 179, ultimo parrafo—, y la segun-
da, relativa a los demas bienes muebles —en el art. 195.

El articulo 195 establece que, a fatla de prueba en contrario,
se presume que todos los bienes muebles forman parte de la
comunidad.

Se trata de una presuncién, pues, «iuris tantum», que admite
la prueba en contrario. Segtin Bellantoni y Pontorieri, en las rela-
ciones entre cényuges, debe admitirse el principio de libertad de
prueba (incluso, segtin estos autores, a efectos fiscales). De esta
suerte, la confesién por uno de los cényuges acerca del caricter
privativo del bien mueble no registrable de su consorte, produ-
cird plenos efectos en las relaciones entre cényuges o los herede-
ros de éstos. Por el contrario, frente a los terceros —por analogia
con el art. 197—, la prueba que desvirtde la presuncion de comu-
nidad del articulo 195, con relacién a los muebles no registrables,
habra de provenir de acto con fecha fehaciente.

Paola y Macri consideran que, en la esfera de las relaciones
entre los cényuges, la presuncién de comunidad del articulo 195
puede quedar desvirtuada cuando el caricter privativo del bien
se deduzca de su particular naturaleza o de su destinacién ins-
trumental. Frente a los terceros, tales autores afirman igualmente
que la prueba del caracter privativo ha de resultar de documento
fehaciente, en virtud del articulo 197.

Ahora bien, lo que importa destacar, ante todo, es que la pre-
suncién de comunidad del articulo 195 C. c., relativa a los bienes
muebles no registrales, opera unicamente a efectos de liquidacién
de la comunidad legal, esto es, una vez ya se ha producido su diso-
lucién y se procede a la reciproca reintegraciéon de la masa consor-
cial y los patrimonios privativos, afectando a los bienes muebles no
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registrables que subsistan en el matrimonio. Se trata, pues, de una
presuncién de comunidad, pero de comunidad «de residuo», la que
establece el articulo 195 respecto de los bienes muebles no registra-
bles. Asi se desprende de la ubicacién sistematica del precepto,
a continuacién del articulo 194, que trata de la divisién de los bienes
de la comunidad, y de la propia norma contenida en el primer apar-
tado del propio articulo 195, reguladora de los derechos de reintegro
en favor de los patrimonios privativos sobre la masa consorcial.

Por tanto, el articulo 195 lo que viene a establecer es que se¢
presumen comunes los bienes muebles no registrables que subsisian
en el matrimonio una vez disuelta la comunidad legal, sin que dicha
presuncién pueda quedar desvirtuada en perjuicio de tercero si no
es en virtud de documento con fecha fehaciente (ex art. 197); no
obstante aquella presuncion, los cényuges o sus herederos podran
obtener a favor de sus patrimonios privativos el reintegro de aque-
llos bienes muebles no registrables subsistentes en el matrimonio,
cuya privatividad acrediten por cualquier medio. bien sea la con-
fesién del otro cényuge (o sus herederos), o la destinacién instru-
mental o la propia naturaleza de aquel bien.

Por su parte, el articulo 179, dltimo pérrafo, dispone que la
adquisicién de bienes inmuebles o de bienes muebles referidos en
el articulo 2.683 (esto es, los bienes muebles inscribibles en un
Registro Publico, como son los buques, las aeronaves y los automo-
viles), efectuada después de celebrado el matrimonio, queda exclui-
da de la comunidad, en el sentido de las letras ¢, d, y f, del parrafo
anterior del mismo articulo 179, cuando tal exclusién resulte del
propio acto adquisitivo, siempre que del mismo fuera también parte
el otro cényuge.

Por tanto, como indican Bellantoni y Pontirieri, para evitar el
efecto de la comunidad en los casos en que uno de los cényuges
proceda a la adquisicién de un bien inmueble o de un bien mueble
registrable es necesario, a fin de que el bien adquirido no forme
parte de la comunidad, que el acto adquisitivo se verifique con la
intervencién de ambos cényuges: el cényuge excluido de la comuni-
dad sobre el bien que se adquiere habra de declarar, en el acto de
adquisicién, que se trata de un bien privativo de su consorte en los
términos de las letras c, d, o, f, del articulo 179 (esto es, por uso
personal, servicio profesional o por subrogacién con otro privativo),
o bien, haciendo esta declaracién el cényuge adquirente, bastara
que el otro cényuge, asistente al acto, la consienta expresamente.

Esta declaracién acerca de la privatividad del bien hecha en
el titulo adquisitivo por parte del cényuge no adquirente no se
precisara, «a sensu contrario», respecto de los bienes muebles
no registrables, cualquiera que sea el concepto en que se adquieren,
ni respecto de los inmuebles o muebles registrables que pertenez-
can privativamente a uno de los cényuges en alguno de los con-
ceptos de las letras a (con anterioridad al matrimonio), b (por do-
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nacién o sucesién), o ¢ (por indemnizacién de dafios), del propio
articulo 179.

Cuando, por el contrario, uno de los cényuges pretenda adquirir
privativamente para uso personal o profesional —aunque fuere con
cargo a fondos de la comunidad— algin bien inmueble o mueble
registrable (imaginemos la hipétesis mas frecuente de un automo-
vil) o pretenda adquirir privativamente un inmueble o mueble
registrable contraprestando fondos privativos suvos, habra de co-
rroborar el caricter privativo de tales adquisiciones el otro cén-
yuge.

La declaracién del cényuge no adquirente, segiin Soccorsi-Ali-
forni, participaria de la naturaleza propia de una «declaracién de
conocimiento desprovista de contenido negocial», y consiguiente
mente impugnable por falta, en su caso, de veridicidad.

Pero aunque la declaracién del cényuge no adquirente no tenga
naturaleza negocial, lo que si es evidente es que —como dicen Paola
y Macri— el articulo 179, Ultimo parrafo, impone una limitacién
extraordinariamente drastica a la au.onomia negocial del cényuge
que pretenda, separadamente, engrosar su patrimonio privativo,
pues no podra adquirir privativamente con cargo al mismo inmue-
bles o muebles registrables, si su adquisicién no se ve completada
por la intervencién corroborante de su consorte. En este sentido,
Scognamiglio considera la norma del articulo 179, tltimo, como
«paradigma de los limites impuestos a la automia negocial», y
Santoro-Passarelli habla incluso, con referencia a ella, de un su-
puesto de «incapacidad juridica relativa».

La «ratio» del precepto legal no es otra que el especial deseo
del legislador de 1975 de fortalecer al méaximo la comunidad fa-
miliar, protegiéndola frente a la actuacién aislada de uno de los
cényuges, al exigir, antes bien, su participacién conjunta en la adqui-
sicién de bienes de especial trascendencia econémica, independien-
temente del caracter privativo o comun de los fondos contrapres-
tados. Igual orientacidn legislativa se adivina también detras de
las normas de gestién del patrimonio consorcial, contenidas en
los articulos 180 y ss. C. c.

Segiin Schlesinger la ,participacién del cényuge no adquirente
corroborando la adquisicién privativa de su consorte, en la hi-
pétesis del articulo 179, dltimo parrafo, constituye un «acto debido
y no una opcién negocial, que no puede ser caprichosamente re-
chazados».

Ahora bien, los graves problemas comienzan desde el momento
en que el cényuge no adquirente no se avenga a intervenir en el
acto adquisitivo corroborando el caricter privativo de la adquisicién
de su consorte: ¢de qué medios se puede valer, en tal caso, este
ultimo para completar su adquisicién sin la asistencia del otro
cényuge? Negarle toda posibilidad de adquirir independientemente
atentaria contra los principios de libertad y plena personalidad plas-
mados en la Constitucién y que, consiguientemente, son también
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base inspiradora de la reforma de 1975. Por ello, los autores se
esfuerzan por dar, de alguna manera, viabilidad a la adquisicién
privativa de inmueble o mueble registrable por uno de los cényuges
sin la colaboracién del otro, perfilandose, fundamentalmente, dos
posiciones doctrinales, la de Finocchiaro y la de Giacobbe.

Finocciaro estima que la intervencion corroborante del cényuge
no adquirente podria suplirse por la intervencion judicial, autori-
zando al juez la adquisicién privativa después de apreciar los inte-
reses de la familia, que abstractamente exigen dar cumplimiento
al precepto «quique suum tribuere»: esta intervencién judicial po-
dria invocarse en virtud del articulo 181, que prevé la intervencién
judicial supletoria de la de uno de los cényuges con relacién a los
actos de administracién extraordinaria, que exigen la aciuacién
conjunta de ambos cényuges.

Sin embargo, cabe objetar frente a la solucién de analogia pro-
puesta por Finochiaro, que si bien la autorizacién judicial del ar-
ticulo 181, apreciado el interés de la familia, constituye un acto de
jurisdiccién voluntaria, en cambio, en el supuesto del articu-
lo 179, ultimo parrafo, el juez tendria que pronunciarse sobre la
efectiva existencia de la situacién juridica declarada por el cén-
yuge adquirente y no corroborada por su consorte, lo cual consti-
tuirfa esencialmente un acto de jurisdiccién contenciosa y no vo-
luntaria ,en el que habria de llegarse a una sentencia y no a una
mera autorizacién.

En este sentido, parece mas exacta —aunque quizad menos ope-
rativa en la practica— la posicién de Giacobbe, compartida por
Paola y Macri, afirmando que, en la hipétesis del articulo 179,
ultimo parrafo, frente a la negativa de su consorte a corroborar su
adquisicién, el cényuge adquirente habra de consignar este hecho
en el titulo adquisitivo, para interponer posteriormente, con base
al mismo, juicio contradictorio de reivindicacién contra su con-
sorte. '

En cualquier caso, como pone de relieve Detti en su reciente
trabajo «Il notaro e l'accertamento del potere di disporre dei co-
niugi nella normativa della nueva legge di famiglia» —en la «Rivista
del Notariato» de 1975—, constituye ésta una problemética de
especial trascendencia notarial, quedando particularmente obliga-
do el notario a recibir y valorar las declaraciones de los cényuges
en los actos de adquisicién de inmuebles o muebles registrables.

Gestion de los bienes comunes

La reforma de 1975 ha instaurado un particular régimen de
administracién del patrimonio comun por parte de los cényuges. en
base a la participacién de ambos, dando con ello desarrollo al prin-
cipio constitucional de igualdad moral y juridica entre los cényu-
ges, proclamado en el articulo 29, segundo péarrafo, de la Consti-
tucién. En la disciplina de la reforma, la actuacién administrativa
de los cényuges se concibe en un sentido amplio de gestién, que
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engloba tanto los actos tradicionalmente denominados de mera ad-
ministraciéon o administracién conservativa como los actos de dispo-
sicién; desaparece, consiguientemente, la categoria de actos de dis-
posicion, y en la gestién amplia del patrimonio consorcial se va a
diferenciar ya tinicamente —en el nuevo sistema normativo— entre
actos de administracién ordinaria y actos de administracién ex-
traordinaria, admitiéndose, en cuanto a los primeros, su realizacién
indistinta por los cényuges, y exigiéndose, en cambio, en cuanto a
los segundos, la actuacién conjunta de ambos cényuges. Por tanto,
los acios de administracién ordinaria sobre el patrimonio comiin
admiten la actuacién solidaria de los cényuges: los actos de ex-
traordinaria administracién exigen su actuacién mancomunada.

Tal ha sido el sistema adoptado definitivamente por la Ley (ar-
ticulo 180 C. c.), quedando rechazada en esta materia la propuesta
legislativa de Ruffini-Martini, en el sentido de atribuir al marido el
poder de administracién ordinaria de los bienes comunes, debiendo
simplemente oir a la esposa.

La normativa relativa a la gestién del patrimonio comtn se con-
tiene en los articulos 180 y ss. C. c.

El articulo 180 C. c. dispone que la administracién de los bienes
de la comunidad y su representacién en juicio por los actos rela-
tivos a la misma, corresponde indistintamente a ambos cényuges
—pero ahade el segundo parrafo del mismo precepto que...— el
cumplimiento de los actos que excedan de la administracién ordi-
naria, as{ como la celebracién de contratos (se entiende que se trata
de contratos relativos a los bienes comunes) por cuya virtud se atri-
buyan derechos privativos de goce (a favor de uno de los cényuges),
asi como la representacién en juicio de la comunidad en orden al
ejercicio de las acciones que deriven de los actos anteriores, corres-
ponderan conjuntamente a ambos cdényuges.

Destaquemos, pues, que la regla de legitimacién solidaria de
los cényuges respecto a la administracién ordinaria de los bienes
comunes, y de legitimacién mancomunada en relacién a los actos
de administracién extraordinaria, se aplica tanto en la esfera nego-
cial como paralelamente también en la esfera procesal.

Destaquemos, igualmente, que a los actos de administracién
extraordinaria quedan legalmente equiparados los contratos relati-
vos a bienes comunes por cuya virtud alguno de los cényuges se
reserva algin derecho de goce privativo (v. gr., enajenacién de la
nuda propiedad de bien consorcial, reservandose el cényuge enaje-
nante el usufructo privativo).

Destaquemos, también —y especialmente—, en relacién a este
articulo 180 C. c., que no obstante dictar un régimen diferenciado
respecto de los actos de administracién ordinaria y los de adminis-
tracién extraordinaria —disponiendo, respecto de los primeros, la
actuacién indistinta, solidaria de ambos cényuges, y respecto de
los segundos, su actuacién conjunta, mancomunada—, el legisla-
dor, sin embargo, ni en este precepto ni en ningiin otro, establece
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criterio alguno de distincidén entre los actos de una y otra categoria.

Paola y Macri, en su esfuerzo por forjar un criterio diferencia-
dor entre los actos de ordinaria y extraordinaria administracién,
son sin embargo conscientes de que una y otra categoria entrafian
conceptos variables en funcién de multiplicidad de circunstancias
extrinsecas al acto en si, cuya apreciacién quedara sujeta, segiin
cada caso, a la prudente ponderacion del Juez. Y asi advierten que
circunstancias extrinsecas, como la urgencia, pueden llevar a ca-
lificar el acto como de ordinaria adminisiracién, aunque entrafie
una disposicién sobre el objeto. La notario Simoneita Nelli nos
advierte que las categorias de acto de administracién ordinaria o
extraordinaria constituyen nociones eminentemente empiricas, y de
aqui que, en relacién a ellas, sea especialmente trascendente el
valor de la doctrina jurisprudencial y el quehacer de la funcién
notarial.

El magistrado Paola y el notario de Roma Macri, recurren ini-
cialmente, para perfilar la distincién en examen, al instituto de la
analogia, y en este sentido, por analogia de la comunidad conyugal
con la comunidad ordinaria, entienden que deben reputarse actos de
administracién ordinaria, a los efectos del articulo 180 C. c., en
principio, los acios que en sede del condominio romano se han
denominado tradicionalmente actos conservativos o de disfrute de
la cosa comtin de acuerdo a su destino econémico. No obstante, los
mismos autores advierten, seguidamente, la debilidad de esta ana-
logia, dadas las profundas diferencias entre la comunidad ordinaria
de los articulos 1.100 y ss., y la comunidad legal entre cényuges
del articulo 159, pues si aquélla —como deciamos al comienzo—
ofrece un caracter estético, cumpliendo una funcién conservativa o
de goce, ésta, en cambio, se caracteriza como institucién dinamica,
necesitada de una constante renovacién productiva; y en este senti-
do, a los efectos del articulo 180 C. c., bien podrian reputarse actos
de ordinaria administracién ciertas disposiciones ventajosas sobre
el patrimonio consorcial.

Parece, pues, quizd més adecuado, para delimitar las categorias
de actos de administracién ordinaria o extraordinaria, buscar ia
solucién analégica en el campo de la regulacién Jde la sociedad —ca-
mino por el que optan Ricca («Gl atti di amministrazione nel re-
gime patrimoniale della famiglia», 1973) y Busnelli («<La comunione
legale nel diritto di famiglia riformato», R. N. 1976); y en este
sentido, tendran la consideracién de actos de ordinaria administra-
cién aquellos que se mantengan dentro del ejercicio v desenvolvi-
miento de la actividad que constituya el objeto social, esto es —tras-
lacando esta idea al terreno propio de la comunidad conyugal—, no
excederan de la ordinaria administracién los actos realizados in-
distintamente por los cényuges en el recto cumplimiento de las car-
gas familiares, que enumeran los articulos 186, 143, 147 y 148.

Sin embargo, la analogia con el fenémeno societario —como ob-
jetan Paola y Macri— no es tampoco del todo satisfactoria, de un
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lado, porque la sociedad se encamina hacia el fin de lucro, y en
cambio, la comunidad legal persigue otras metas —tales como el
sostenimiento econdmico y el progreso espiritual de la familia—;
y de otra parte, porque la norma de administracién solidaria de
la sociedad, que establece el articulo 2.257 del Cédigo italiano, tiene
caracter dispositivo, pudiendo los estatutos sociales establecer un
régimen de administracién mancomunada: en cambio, la norma del
articulo 180 C. c., relativa a la administracién de los bienes comunes
de los cényuges, es imperativa. Asimismo, la figura del veto del ad-
ministrador solidario, posible en sociedad, no encontraria, sin em-
bargo, correspondencia ninguna en el terreno de la comunidad con-
yugal, antes bien, en ésta el disentimiento de un cényuge frente al
acto de administracién extraordinaria puede quedar suplido por la
intervencidén judicial (art. 181 C. c.).

Son razones todas ellas que aconsejan prescindir del instituto
de la analogia —tanto respecto de las normas de la comunidad
ordinaria como de la sociedad—, a la hora de resolver los problemas
que nos conciernen, para tratar de resolverlos a partir del espi-
ritu y la coordinacién de los propios preceptos que el Cédigo
dedica a la reglamentacién de la comunidad legal.

Desde esta perspectiva, Paola y Macri advierten que el valor
de la distincién entre actos de administracién ordinaria o extraor-
dinaria, a los efectos del articulo 180 C. c., difiere segin que aten-
damos a la validez u oponibilidad externa del acto frente a los
terceros, o por el contrario, a su eficacia dentro de la esfera de las
relaciones internas entre los cényuges (como resulta claramente

- de los arts. 184-3 y 192-2). En efecto, en la esfera de las relaciones
internas entre los cényuges, la realizacién de un acto de extraor-
dinaria administracién por uno de ellos sin el consentimiento del
otro genera a favor de este ultimo un derecho de reintegro sobre
el patrimonio privativo del cényuge agente, que cesa o desaparece
si éste, a su vez, acredita el efecto ventajoso de su actuacién en
relacién a los intereses familiares (ex art. 192-2 C. c.): en este sen-
tido, en la esfera interna de las relaciones entre los cényuges, pare-
ce que es el resultado ventajoso u oneroso del acto respecto de
la situacién econémica de la familia, lo que condiciona su califica-
cién, respectivamente, como de ordinaria o extraordinaria adminis-
tracién. Por tanto (si seguimos la opinién de Paola y Macri), la
catalogacién del acto de administracién dentro de una u otra cate-
goria no depende del acto en si, sino de su resultado en relacién a
una particular y concreta situacién econémica familiar.

Por el contrario, en la esfera externa de validez y oponibilidad
del acto frente a los terceros, la distincién no puede quedar pen-
diente de una valoracién «a posteriori» de la incidencia del acto
sobre la economia familiar (que el tercero no tiene por qué conocer
con exactitud), sino que la seguridad del trafico exige una distincién
aprioristica. Pero es claro que ésta no puede hacerse a través de
un sistema de lista, sino en base a criterios abstractos y generales,
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Ppero lo suficientemente flexibles que permitan su adecuacién al
-caso concreto, pues constituyen las categorias en examen —recor-
demos la advertencia de Nelli— nociones eminentemente empiricas.

Hechas estas advertencias y salvedades, transcribimos literal-
mente las palabras de Paola y Macri:

«Son de administracién ordinaria todos los actos relativos a la
-esfera normal de desenvolvimiento de la economia doméstica, en los
-cuales se hallan comprendidos los actos de conservacién y de man-
tenimiento del patrimonio comin, y por tanto, los actos que se
refieren a las necesidades cotidianas y ordinsrias de la familia y que
no comportan decisiones de fondo tales que incidan sobre la direc-
cién unitaria de la familia, determinada de comun acuerdo por
-ambos cényuges. Por el contrario, son de administracién extraordi-
naria todos los actos que suponen decisiones de fondo que, como
tales, pueden condicionar la vida familiar, como es paradigmatica-
-mente el caso de la eleccién del domicilio familiar (art. 144 C. ¢.), y
consiguientemente el arrendamiento del apartamento destinado a
servir de domicilio familiar, prescindiendo no sélo de la duracién
el contrato, sino también del dinero comun o particular con que
-es pagada la renta (art. 180-2).»

Los mismos autores consideran que, asimismo, como regla
.general, los actos de adquisicién de inmuebles o bienes muebles

registrables constituyen actos que exceden de la ordinaria adminis-
dracion, sobre todo, si hay aplazamiento en el pago del precio.

En el caso de realizacién de un acto de extraordinaria adminis-
tracion, el disentimiento de uno de los cényuges, cuando aqucl
fuere conveniente a los intereses familiares, puede quedar suplido
por la intervencién judicial.

En efecto, conforme al articulo 181 C. c., si uno de los cényuges
niega el consentimiento para la celebracién de un acto de extraor-
«dinaria administracién, el otro cédnyuge puede dirigirse al Juez pi-
-diéndole la autorizacidén del acto siempre que la celebracién del
mismo fuere necesaria para los intereses de la familia o de la em-
presa a que alude la letra d) del articulo 177.

Como expresan Bellantoni y Pontorieri, no es indispensable,
para poder apelar la autorizacién judicial, que el acto disentido por
uno de los cényuges fuere «necesario para los intereses familiares»:
a la hipoétesis de estricta necesidad debe asimilarse la de utilidad
evidente.

La autorizacién «a quo» la otorga el Tribunal ordinario, en acto
de jurisdiccién voluntaria, con audiencia del Ministerio Fiscal.

La empresa a que alude el articulo 181, remitiéndose al articu-
lo 177-d, es la empresa que, constituida después del matrimonio y
gestionada por ambos cényuges, forma parte de la comunidad.

Los articulos 180 y 181 C. c. se refieren a los supuestos normales
del matrimonio, en que ambos cényuges estdn presentes v tienen
plena capacidad. En cambio, los articulos 182 y 183 se refieren a
Ja gestién del patrimonio comun en los supuestos excepcionales en

14
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que uno de los cényuges, por particulares circunstancias, no pueda:
colaborar en dicha gestion.

Conforme al articulo 182, en caso de ausentamiento («lontanan-
za») u otro impedimento afectante a uno de los cdényuges, el otro-
cényuge, a falta de poder que dimane de documento fehaciente,
podra realizar, previa autorizacién del juez y con las cautelas que:
éste eventualmente establezca, los actos necesarios, respecto de-
los cuales el articulo 180 exige el consentimiento de ambos cén--
yuges.

De acuerdo a Bellantoni y Pontorieri, a la hipétesis de necesidad:
se debe asimilar también en este caso la de utilidad evidente del
acto respecto a los intereses de la familia.

Conforme al articulo 183 C. c., si uno de los cényuges es menor,
o no puede administrar o bien administra mal, el otro cényuge
puede reclamar del juez que excluya al primero de la adminis- .
tracion; el cényuge excluido de la administracién podrd pedir al
juez ser reintegrado en ella, una vez hayan cesado las causas
determinantes de su exclusién. La exclusién opera de derecho
con relacién al cényuge interdicto y persiste hasta que termine
el estado de interdiccidn.

De acuerdo a Bellantoni y Pontorieri, la exclusidén de la admi-
nistracién del patrimonio comun afecta automaticamente al cén-
yuge interdicto, que la recupera con igual automaticidad una vez
termina el estado de interdiccién: la interdiccidn se entiende aqui’
en el sentido estricto de interdiccion civil pronunciada en senten-
cia penal. Durante la tramitacién del juicio penal, antes de recaer
sentencia, el cényuge del acusado podra pedir judicialmente la
exclusion del mismo de la administracién consorcial, en base al
articulo 183, primer parrafo.

En relacién al primer parrafo de dicho articule 183 es de desta-
car, con los autores antes citados, que la minoria de edad el cén-
yuge (en Italia, la mayoria se alcanza también a los dieciocho afios,
segun el nuevo articulo 2 C. c., y la edad nubil se alcanza, lo mas
pronto, a los dieciséis afios —art. 84 C. c.—) no lo excluye automa-
ticamente de la administracién del patrimonio consorcial, sino que
dicha exclusién habra de ser reclamada judicialmente por su con-
sorte; y alcanzada por el primero la mayoria de edad, no quedara
automaticamente restituido en dicha administracién, sino que ha-
bra de instar judicialmente su recuperacién.

La incapacidad de administracién a que alude el mismo articu-
lo 183-1 podra ser tanto la natural incapacidad como la incapa-
cidad judicialmente declarada.

Excluido uno de los cényuges de la administracién del patrimo-
nio consorcial, podra el otro, con plena legitimacién individual
y sin necesidad de ulterior intervencién judicial, realzar tanto los
actos de ordinaria como de extraordinaria administracién sobre
los bienes comunes.
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Por ultimo, el articulo 184 regula las consecuencias que se
derivan cuando algin acto de administracién respecto del cual la
ley exige el consentimiento de ambos cényuges, se realiza por uno
solo de ellos, sin que la no intervencién del otro quede tampoco
suplida judicialmente.

Conforme al articulo 184, los actos realizados por uno de los
cényuges sin el consentimiento del otro, cuando fuere necesario, y
no convalidados por éste, son anulables, siempre que se refieran a
bienes inmuebles o bienes muebles registrables (buques, aeronaves
o automdviles). La accién de anulacién debera interponerse por el
cényuge cuyo consentimiento se hubiese omitido en el plazo de un
afio, a contar desde que tuviese anterior conocimiento del acto o
desde su inscripcioén, o en todo caso (si no tuviese anterior cono-
cimiento del acto no inscrito) desde la disolucién de la comunidad
legal. .
Esta regla de anulabilidad, que establece el articulo 184 —con
relacion sélo a los inmuebles y los muebles registrables—, se aparta
del régimen general de nulidad absoluta que, en materia de comu-
nidad ordinaria, afecta a la disposicién de la cosa comun sin inter-
vencién de uno de los condéminos, segiin establece el Cédigo.

Seguan Bellantoni y Pontorieri, la anulacién o la convalidacion,
en su caso, del acto previsto en el articulo 184-1 y 2, produciran sus
efectos con independencia del estado psicolégico de buena o mala
fe en que pudiera encontrarse el tercero.

Si transcurre el afio sin que el acto anulable se haya impugnado,
adquirira definitiva eficacia, pero —y esto es fundamental— las
obligaciones o responsabilidades que se deriven de dicho acto
vincularan, en primer término, sélo el patrimonio privativo del
cényuge que lo hubiese realizado, y, uinicamente de manera sub-
sidiaria y hasta el limite de la cuota del cényuge agente, podran
aquellas obligaciones o responsabilidades dimanantes del acto
hacerse efectivas por los terceros sobre el patrimonio de la comu-
nidad (art. 189).

Si las obligaciones o responsabilidades consiguientes al acto,
por via subsidiaria —de acuerdo al art. 189—, se hubiesen hecho
efectivas por los terceros, dentro del limite de la cuota del cén-
yuge actuante, sobre el patrimonio de la comunidad. ésta tendra
contra el cényuge actuante el correspondiente derecho de reinte-
gro, salvo que el cényuge actuante demuestre que el acto fue
ventajoso para los intereses familiares (art. 192-2).

Cuando el acto de administracién extraordinaria realizado por
ano sélo de los cényuges, sin el necesario ccnsentimiento del
otro y sin autorizaciéon judicial, afecte a bienes muebles no regis-
trables, se estara a lo dispuesto en el articulo 184-3, a cuyo tenor
(en la hipétesis indicada) el céonyuge agente quedara obligado a
instancia de su consorte a reconstituir la comunidad en el estado
en que se encontraba antes de la realizacién del acto, v no siendo
ello posible, habra de restituir el valor.
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Esta disciplina diferencial respecto de los bienes muebles no
registrables, que se contiene en el ultimo parrafo del articulo 184,
claramente protectora del tercero, se fundamenta en el principio
napoleénico «possession vaut titre», que asegura el trafico mobi-
liario, y que también se ha recogido en el Derecho civil italiano.

Tres consideraciones finales debemos hacer todavia en relacién
a las normas contenidas en los articulos 180 a 184 C. c., relativas
a la gestidon del patrimonio de la comunidad: de un lado, debe
destacarse su cardcter imperativo, no pudiendo derogarse en los
capitulos, a menos que se establezca un régimen de separacién de
bienes; en segundo término, los poderes de administracién de cada
cényuge son irrenunciables; son, por ultimo, también estrictamente
personales, y por tal razén, indelegables, salvo lo dispuesto en el
articulo 182, segundo parrafo, a cuyo tenor, en el caso de gestién
comun de la empresa entre ambos cényuges, uno de ellos podra ser
apoderado por el otro para la realizacién de todos los actos relativos
a la actividad de la empresa (el cese de la empresa seguira, por
tanto, siendo una decisién conjunta de ambos cényuges).

Régimen de responsabilidad por deudas

Establece el articulo 186 C. ¢. que los tienes de la comunidad
responden: a) de todas las cargas y gravamenes que pesaren sobre
los mismos al tiempo de su adquisicién; b) de los gastos para su
conservacién c); de las costas y gastos de mantenimiento de la fa-
milia, instruccién y educacién de los hijos, y de las obligaciones
contraidas por los cényuges, incluso separadamente, en el interés
de la familia; d) de las obligaciones contraidas conjuntamente por
los cényuges.

Cabe comentar, brevemente, en relacion a este precepto —si-
guiendo a Paola y Macri— que, por lo que respecta a la letra a),
seran de cargo de la comunidad Gnicamente los débitos inherentes
al bien adquirido, tales como los impuestos, contribuciones y ren-
tas fundiarias, cargas reales y obligaciones «propter rem», pero
no seran, sin embargo, de cargo de la comunidad las obligaciones
que, como contraprestacion, asumiera el cényuge para la adquisi-
cién del bien con caricter consorcial: esa obligacién de contra-
prestar podra ser exclusivamente privativa, atendiendo el articu-
lo 179, segundo parrafo, en relacién con el articulo 177, letra a.

La letra b) del articulo 186, puesto en relacién con el articu-
lo 189-1 (precepto anteriormente examinado), debe interpretarse
restringiendo su hipétesis a los actos de administracién ordinaria
cumplidos indistintamente por los cényuges para proveer a las
necesidades ordinarias de la familia.

La letra d) del articulo 186 debe interpretarse restrictivamente
al caso de obligacién contraida conjuntamente por ambos coénvu-
ges después de celebrado el matrimonio. Antes de su celebracidn,
las obligaciones contraidas conjuntamente por los prometidos,
incluso a la vista del futuro matrimonio, seran a cargo de sus pa-
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trimonios privativos respectivos, sin perjuicio de que puedan ser
codeudores solidarios (ex art. 187, en relacién con el art. 1.294 C. c.).

En orden a los débitos que seran de cargo de los patrimonios
privativos de cada cényuge, conforme al articulo 187, los bicnes de
la comunidad, salvo lo dispuesto en el articulo 189, no responden
de las obligaciones contraidas por uno de los cényuges antes del
matrimonio. Y de acuerdo al articulo 188, los bienes de la comu-
nidad, salvo lo dispuesto en el articulo 189, no responden de las
obligaciones que graven las donaciones o sucesiones adquiridas
por uno de los cényuges durante el matrimonio y no atribuidas
a la comunidad.

Pero, ademas de las obligaciones asumidas por el cényuge antes
de su matrimonio y de las obligaciones que le afecten a conse-
cuencia de donaciones o sucesiones que le fueran atribuidas priva-
tivamente, también estardn a cargo del patrimonio privativo del
cényuge las siguientes deudas, aunque el Cédigo no lo disponga
expresamente, por correspondencia con el articulo 179: seran asi
también privativas:

— las deudas contraidas en el ejercicio individual de la empre-
sa de uno de los cényuges,

— las obligaciones contraidas por uno de los cényuges para la
adquisicién de bienes de uso estrictamente personal,

— las obligaciones asumidas por el cényuge para la adquisi-
cién de bienes que sirvan al ejercicio de su profesién,

— las obligaciones que afecten al cényuge a titulo de respon-
sabilidad extracontractual,

— las obligaciones dimanantes de los actos de administracién
extraordinaria realizados por uno de los cdényuges sin el necesa-
rio consentimiento del otro, ni la intervencién iudicial supletoria,
siempre que no se hayan impugnado en el plazo de un aifio (ex ar-
ticulos 189 y 184).

Ahora bien, quizd lo mas peculiar del régimen de responsabi-
lidad por deudas en el sistema de la comunidad legal de bienes
sea que no existe una absoluta insensibilidad entre las masas con-
sorcial y privativas, sino que, por el contrario, se prevé legalmente
en los articulos 189 y 190 C. c. una responsabilidad subsidiaria de
la masa consorcial frente a las deudas privativas —hecha previa
excusién del patrimonio del cényuge deudor— vy una responsabili-
dad subsidiaria de las masas privativas frente a las deudas con-
sorciales.

En efecto, conforme al articulo 189-1 vy 2, los bienes de la comu-
nidad, hasta el valor correspondiente a la cuota del cényuge obli-
gado, responden, cuando los acreedores no pueden satisfacerse con
cargo al patrimonio privativo de éste, de las obligaciones contrai-
das después del matrimonio por el cényuge, en razén de actos que
exceden de la administracién ordinaria realizados con el necesario
consentimiento de su consorte. Los acreedores particulares del
cényuge, incluso cuando el crédito se hubiese constituido con an-
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terioridad al matrimonio, podran satisfacerse por via subsidiaria
con base a los bienes comunes, hasta el valor correspondiente a la
cuota del cényuge deudor; pero en el caso de insuficiencia del
patrimonio comun para atender a las deudas comunes v privativas,
los acreedores de la comunidad seran preferidos a los acreedores
particulares del cényuge.

Por lo que respecta al primer parrafo de este articuo 189, nos
remitimos a lo dicho anteriormente, cuando contrastidbamos dicho
precepto con los dos primeros apartados del articulo 184.

Por lo que respecta al parrafo segundo del articulo 189, debe
postularse una interpretacion que extiende la norma hasta compren-
der todas las deudas privativas de un cényuge y no sélo las que lo
fueren por haberse contraido antes del matrimonio (segtin Paola y
Macri).

Por otra parte, los acreedores particulares del cényuge insol-
vente podran obtener la satisfaccion de su crédito ejecutando
bienes comunes singulares, sin que en ningiin caso sea admisible
una expropiacién de la cuota del cényuge, tanto con referencia a
. la masa consorcial como a la titularidad de bienes comunes sin-
gulares: no seria admisible, pues, la ejecucion por los acreedores
del cényuge insolvente de una mitad indivisa sobre un bien de la
comunidad (segiin Magalu, en su trabajo «L'espropiazione forzata
dei beni della comunione legale coniugale» de 1977).

Conforme al articulo 190, los acreedores de la comunidad, cuan-
do los bienes comunes no basten para la satisfaccion de sus cré-
ditos, podran dirigirse en via subsidiaria contra los bienes priva-
tivos de cada uno de los cényuges, en la medida de la mitad del
crédito.

El problema fundamental que suscita el articulo 190 es su con-
frontacidén con el articulo 1.294 C. c., que sienta la presuncién de
solidaridad entre codeudores, cuando la Jey o el titulo de consti-
tucioén de la obligacién no dispongan otra cosa.

Cuando los cényuges, ante la insuficiencia del patrimonio co-
mun, deban subsidiariamente responder del cumplimiento de las
deudas comunes, ¢debe entenderse que, en esa subsidiariedad, son
codeudores solidarios 0 mancomunados?

Paola y Macri se inclinan a favor de la mancomunidad, enten-
diendo que la presuncion de solidaridad del articulo 1.294 queda
rebatida, en este caso, por una disposicién legal en contrario, cual
es la norma del articulo 190, al preceptuar que los acreedores de
la comunidad podran subsidiariamente dirigirse contra los bienes
privativos de cada cényuge, «en la medida de 1a mitad de su cré-
dito».

Schlesinger se inclina, sin embargo, en favor de la solucién de
solidaridad, entendiendo que la limitacién de la responsabilidad
privativa del cényuge hasta la mitad del importe del crédito con-
sorcial debe unicamente jugar en via regresiva, en las relaciones
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internas entre los cényuges, pudiendo el «solvens» exigir de su
consorte el reembolso de la mitad de lo pagado.

Segiin Finocchiaro, la «ratio» del articulo 190 es evitar fraudes
«en dafios de los acreedores de la comunidad.

Extincion de la Comunidad: causas de disolucidn, reintegracion
-de las masas consorciales y privativas, division de la masa consorcial

A) Causas de disolucion: Las causas de disolucion de la comu-
nidad legal de bienes quedan enumeradas en el articulo 191 C. c.
‘Con arreglo al mismo, la comunidad quedara disuelta:

— por la declaracién de ausencia o de muerte presunta de
«cualquiera de los cényuges,

— por la anulacién del matrimonio,

— por la disolucién o cesacién de efectos civiles del mismo,

— por la separacién personal de los cényuges,

-— por la separacién judicial de bienes,

— por la mutacién convencional del régimen patrimonial del
-matrimonio;

— por la quiebra de cualquiera de los cényuges.

Desarrollando Ia causa de disolucién de la comunidad legal que
‘supone la separacién judicial de bienes, el articulo 193 C. c. dispone
-que la separacién judicial de bienes puede ser pronunciada en el
-caso de interdiccién o inhabilitacién de uno de los cényuges o de
mala administraciéon de la comunidad. Puede igualmente ser pro-
‘nunciada cuando el desorden de los asuntos de uno de los cényuges
-0 la conducta del mismo respecto a la administracién de los bienes
ponga en peligro los intereses del otro cényuge o de la comunidad
-0 de la familia, o bien cuando uno de los cényuges no contribuya
‘a las necesidades de la familia en la medida proporcional a sus
‘recursos o capacidad laboral.

La separaciéon —continda el art. 193— podra ser pedida por uno
<de los cényuges o su representante legal.

Los efectos de la sentencia declarativa de la separacién de bie-
nes se retrotraerin al dia de interposicién de la demanda.

La sentencia debera ser anotada al margen de la inscripcién del
matrimonio asi como en la matriz de las capitulaciones matrimo-
niales.

La separacion judicial de bienes se regira por las disposiciones
‘reguladoras de la separacién convencional de bienes.

B) Reintegracién de las masas consorcial y privativas: Una vez
disuelta la comunidad, y después de dar satisfaccién a las deudas
-que gravasen el patrimonio comin —conforme a los arts. 186 y ss.,
:antes examinados—, antes de proceder a la divisién del haber con-
sorcial entre los conyuges, la Ley regula la previa recomposicién del
patrimonio comun y de los privativos de los cényuges, a través de
reciprocos derechos de reintegro entre éstos y la comunidad. Regu-
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la esta materia el articulo 192, bajo el titulo «reembolsos y restitu--
ciones»,

Conforme al arxticulo 192, cada uno de los cényuges estara obli-
gado a reembolsar a la comunidad las sumas que hubiese detraido-
del patrimonio comun para fines diversos del cumplimiento de las
obligaciones previstas en el articulo 186 (esto es, para fines diversos.
del cumplimiento de las cargas familiares).

Cada cényuge debera igualmente reembolsar a la comunidad el
valor de los bienes de que se trata en el articulo 189 (esto es, debera
rembolsar a la comunidad cuanto ésta hubiese pagado al tercero-
como responsable subsidiaria hasta el limite maximo de la cuota
del conyuge, en razén de los actos de extraordinaria administracién
no anulados que el mismo hubiese realizado sin el consentimiento-
necesario de su consorte ni la autorizacién judicial supletoria). No-
obstante —continta el mismo art. 192—, el cényuge a que se refiere
el articulo 189 no tendra obligacion de reembolsar a la comunidad
cuando el acto de extraordinaria administracién que hubiese reali-
zado por si resultare ser ventajoso para la comunidad o haber:
satisfecho una necesidad de la familia, siendo a cargo del cényuge
agente la prueba de dicha utilidad.

A su vez —en cuanto al derecho de reembolsc de los cényuges.
frente a la comunidad, segun el mismo art. 192, parrafo tercero—
cada uno de los cényuges podra reclamar la restitucién de las:
sumas detraidas de su privativo patrimonio y empleadas en gas--
tos o inversiones de la comunidad.

Esta norma del articulo 192-3 debe ponerse en relacién con lo-
dispuesto en los articulos 177-a, y 179-2 (antes examinados), de:
suerte que la obligacién privativa frente a los terceros del cényu--
ge que aisladamente adquiere un bien para la comunidad, se-
neutraliza en la esfera interna de las relaciones entre cényuges
a través del derecho de reintegro o reembolso contra la masa:
consorcial que le concede el articulo 192-3.

Ahora bien, quizd lo mas destacado en orden a la reintegra--
ciéon de los patrimonios comin y privativos sea la posibilidad de
una reintegracién anticipada —esto es, reclamable aun antes de-
la disolucién de la comunidad legal—, segiin prevé el parrafo cuar-
to del articulo 192, a cuyo tenor, los reembolsos y restituciones.
—de que se trata en los anteriores parrafos del mismo precepto—
se efectuaran al tiempo de la disolucién de la comunidad legal;
sin embargo —afniade el art. 1924—, el juez ‘podra autorizar que-
tales reembolsos y restituciones tengan lugar en un momento-
anterior a la disolucién de la comunidad, si asi lo exige o lo con--
siente el interés de la familia.

Finalmente, el ultimo parrafo del articulo 192 se refiere al’
caso particularmente en que uno de los cényuges privativamente hu-
biese concedido un crédito a la comunidad: en este caso, confor-
me al articulo 192-5, si uno de los cdnyuges resultare acreedor-
podra detraer del patrimonio comun bienes por el valor corres-
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pondiente al importe de su crédito, salvo que el otro cényuge
no prestara su conformidad, en cuyo caso se aplicara lo dispues-
to en el parrafo cuarto del propio articulo 192 (antes examinado).
El cényuge acreedor debera detraer, en su caso, de la comunidad,
para pago de su crédito, inicialmente dinero; si no lo hubiese,
detraera bienes muebles, cuya privatividad no se acredite.

Pues bien, cuando esa privatividad resulte de haber pertene-
cido un bien mueble al cényuge con anterioridad a la comuni-
dad legal o por haberlo adquirido por donacién o sucesién, el
conyuge titular podra separar dicho bien de la masa comin. En
este sentido dispone el articulo 195, primer inciso, que en la divi-
si6n los cényuges o sus herederos podran retirar («prelevare»)
los bienes muebles que pertenecieran a los mismos cényuges con
anterioridad a la comunidad o por adquisicién a titulo de suce-
si6n o donacion. Y afade el articulo 196 que si tales bienes mue-
bles no se encontrasen en el matrimonio, el cényuge o sus here-
deros que tuviesen derecho a retirar para si tales bienes («diritto
di prelevamento»), podran repetir su valor contra la comunidad,
incluso probando aquel valor por notoriedad, a no ser que la fal-
ta de tales bienes en el matrimonio se debiese a causa de consu-
micién o de perecimiento no imputable al otro cényuge.

Frente a los terceros, el derecho de separacién o «preleva-
mento» a que se refieren los articulos 195 y 196 no podra ejerci-
tarse en su perjuicio, a no ser que la privatividad del bien mue-
ble, cuyo apartamiento de la comunidad se pretende, se acredite
en forma fehaciente.

En efecto, conforme al articulo 197—que se produce bajo
el épigrafe «limiti al prelevamento nei riguardi del terzi»— la
separacién autorizada en los articulos precedentes no podra reali-
zarse en perjuicio de tercero si la propiedad individual del bien
no resulta de acto con fecha fehaciente. Pero aun en tal caso (en
que por perjudicar a tercero y no resultar acreditada una priva-
tividad fehaciente, no sea posible la separacién), en la esfera de
las relaciones internas entre los cényuges —como afiade el mis-
mo articulo 197— queda a salvo el derecho del cényuge o sus
hereseros para repetir contra los bienes comunes adjudicadcs,
en la divisién, a su consorte, asi como incluso contra los bienes
propios de este ultimo. )

C) Division de la masa consorcial: una vez disuelta la comu-
nidad legal y hecha la debida reintegracién de bienes y derechos
entre la masa consorcial y los patrimonios privativos de los
conyuges se procede a la divisién de la comunidad.

Conforme al articulo 194, primer péarrafo, la divisién de los
bienes de la comunidad legal se efecttia repartiendo en partes
iguales el activo y el pasivo.

Destaquemos que no cabe licitamente estipular en capitula-
ciones matrimoniales pacto alguno por el cual se disponga otro
sistema de division del patrimonio comin entre los c¢ényuges
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distinto del de distribuciéon por mitad (ex art. 210 CC). Desta-
quemos, asimismo (como ya antes quedd dicho), el caracter ina-
lienable e irrenunciable de la cuota durante la comunidad.

Especial comentario merece el hecho de que la divisién afec-
te tanto al activo como al pasivo de la comunidad, en vez de
afectar la divisién al patrimonio comun liquido; suscita ello la
cuestion de si el articulo 194-1 viene o no a derogar la regla gene-
ral que exige el consentimiento del acreedor para la novacién
pasiva de la obligacién. Parece mas prudente pensar que la di-
visién del pasivo comunitario por mitad entre los cényuges
—que establece el articulo 194-1— operara, no frente a los acree-
dores, sino en la esfera interna de las relaciones entre los con-
yuges, por via regresiva.

Frente a la regla general de divisién por mitad entre ambos
conyuges del patrimonio comun, el propio articulo 194, en segundo
parrafo, prevé una excepcién muy cualificada, al establecer que
el juez, en atencién a las necesidades de la prole y la guarda de
la misma, podrd constituir a favor de uno de los cdényuges el
usufructo sobre los bienes que integraren la mitad correspondien-
te a su consorte en la divisién del patrimonio comin.

El proyecto originario de la ley reformadora preveia que el
juez pudiese alterar el régimen de divisién por mitad, imponiendo
cuotas diversas de participacién, en funcién de las aportaciones
que cada cényuge hubiese hecho a la comunidad y de las circuns-
tancias familiares existentes al tiempo de la divisién.

Sin embargo, la Ley de 19 de mayo de 1975, en su formulacién
definitiva, ha preferido mantener la invariabilidad de las cuotas
paritarias de ambos cényuges, permitiendo al juez, en su caso,
unicamente la imposicién del usufructo sobre los bienes compren-
didos en ella a favor del otro cényuge, en consideracion a las ne-
cesidades y circunstancias familiares, sobre todo de custodia de la
prole, con total olvido de cuales fueran las aportaciones origina-
rias de cada cényuge a la comunidad o su influencia en el enrique-
cimiento del patrimonio comun.

Queda por decir, finalmente, que la divisién de la comunidad
legal se regira, supletoriamente, por los principios generales de la
divisién hereditaria (arts. 727 y ss. CC), de suerte que, en lo posi-
ble, se habra de procurar que las respectivas porciones de los
cényuges sobre el patrimonio resultante de la divisidén incluyan
igual cantidad de muebles, inmuebles y créditos, de similar natu-
raleza, evitando en lo posible las compensaciones en metalico.

Regimenes paccionados: las capitulaciones matrimoniales; la
comunidad convencional; la separacion convencional;
el fondo patrimonial

A) Las capitulaciones -matrimoniales: En relacion a las ca-
pitulaciones matrimoniales en el nuevo Derecho italiano (tras la
reforma introducida por la ley 151 de 19 de mayo de 1975), vamos
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a centrar nuestra atencion Gnicamente sobre las siguientes cues-
tiones: de una parte, los limites a la autonomia privada en orden
a la espitulacién capitular del régimen econdmico-matrimonial;
de otra parte, el tiempo y forma de otorgamiento de las capitu-
laciones; por altimo, su modificacidn.

Con relacién a los limites a la autonomia privada en materia
-de capitulaciones matrimoniales, establece el articulo 160 C. c. que
los esposos (en su contrato capitular) no pedran derogar los dere-
chos y deberes que la ley prevé por efecto del matrimonio.

De acuerdo a la opinién de Bellantoni y Pontorieri, tales dere-
chos y deberes inderogables de los cényuges seran los referidos
en los articulos 143 y ss., relativos a la fidelidad conyugal, a la
reciproca asistencia moral y material, a la colaboraciéon en la
direccién de la vida familiar, a la contribucién de sostener las
cargas de la familia en proporcién a los respectivos recursos y
capacidad laboral de los cényuges, al deber de alimentar, educar
€ instruir a la prole y ejercitar de comun acuerdo la patria po-
testad sobre los hijos.

Otro limite a la autonomia privada, en materia de capitula-
«ciones, se establece en el articulo 161 C. c., a cuyo tenor, los espo-
$0s no podridn pactar de manera genérica que sus relaciones
patrimoniales se rijan, en todo o en parte, por leyes a las cuales
no estan sujetos o por los usos; antes bien, deberan expresar de
manera clara el contenido de los pactos reguladores de sus rela-
«ciones respectivas.

También constituye un limite a la autonomia privada el ar-
ticulo 166-bis del C. c., que establece que sera nula toda convencion
por cuya virtud tienda a constituirse bienes en dote. La prohibi-
-cién se extiende, pues, a los pactos capitulares que produzcan
-efectos similares a la dote.

Las capitulaciones tampoco podran, cuando estatuyan un ré-
gimen de comunidad, vulnerar las normas de los articulos 210
¥ 211 relativas a la comunidad convencional, que mas tarde exa-
minaremos.

En cuanto al tiempo y forma de otorgamiento de las capitula-
ciones, la Ley Reformadora permite su otorgamiento lo mismo
-antes que después de celebrado el matrimonio: las capitulaciones
matrimoniales pueden ser tanto nupciales como prenupciales. En
-cuanto a la forma, se exige «ad solemnitatems», esto es, bajo pena
de nulidad, el documento publico notarial, si bien, excepcional-
mente, cuando los cényuges pretendan establecer un régimen de
separacién de bienes, bastara simplemente que asi lo declaren
.ante el juez en el momento de celebrarse el matrimonio. Para
-que las capitulaciones matrimoniales puedan producir efecto fren-
te a terceros deberdn anotarse al margen de la inscripcién del
matrimonio, con expresién de su fecha de otorgamiento, contenido
general y notario autorizante. La Disposicién Transitoria de la
Ley de 15 de mayo de 1975 obliga al notario a comunicar al Re-
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gistro Civil las capitulaciones matrimoniales que autorice para que
se anoten al margen del matrimonio. (La doctrina legal referida
se contiene en el art. 162, y es aplicable tanto al otorgamiento
como a su modificacién, cuya oportunidad y forma regula el ar-
ticulo 163, esencialmente coincidente en el art. 162).

En cuanto a la modificacién de las capitulaciones matrimonia-
les, debe destacarse, no obstante, especialmente, la norma que
dicta el articulo 162, parrafo tercero, segundo inciso, a cuyo tenor,
«después de la celebracion del matrimonio pueden ser modifica-
das las capitulaciones matrimoniales solamente previa autorizacién
del juez».

Esta norma plantea tres problemas interpretativos, como ad-
vierten Paola y Macri: en primer lugar, si el requisito de la
autorizacion judicial se debe exigir sélo respecto de la modifica-
cién constante matrimonio de capitulaciones anteriores, o si,
por el contrario, también respecto de las capitulaciones primeras
que otorguen los cényuges durante el matrimonio por las que
modifiquen su régimen matrimonial legal supletorio: Paola y Ma-
cri se inclinan por la solucién de exigir la autorizacién judicial
respecto de cualesquiera capitulaciones que se otorguen constante
matrimonio modificando el régimen econémico matrimonial legal
o pactado, u otros aspectos de capitulaciones anteriores.

En segundo lugar, se suscita la duda acerca de la validez de
las capitulaciones otorgadas constante matrimonio que carezcan
de autorizacién judicial: algunos autores, como Mazzoca, se incli-
nan en favor de la solucién de anulabilidad, admitiendo una auto-
rizacién judicial tardia convalidante; sin embargo, Paola y Macri
entienden que el articulo 162 es determinante al exigir el caracter
previo de la autorizacién judicial, y estiman que las capitulaciones
nupciales otorgadas sin dicha autorizacién son radicalmente nulas
—por ser actos «contra legem», cuya nulidad general declara el
art. 1418 C. c.

Por 1ltimo, la autorizacidn judicial habria que entender —segtin
Paola y Macri— que no es discrecional, v que para concederla
o no al juez habra de ponderar el interés de la familia (conve-
niencia econdémica del nuevo régimen), el interés de los terceros
(rechazando las convenciones claramente fraudulentas) y el orden
publico (denegando la autorizacién cuando los capitulos contra-
vengan normas imperativas).

En cualquier caso, queda a salvo la norma del articulo 164, a
cuyo tenor, los terceros son libres para probar la simulacién de
las convenciones matrimoniales.

B) La comunidad convencional: Las capitulaciones matrimo-
niales -pueden establecer un régimen de comunidad distinto del
legalmente tipificado, si bien en esa comunidad convencional los
cényuges no podran modificar ciertas normas relativas a la comu-
nidad legal de bienes, de contenido inderogable, siempre que haya
«bienes comunes» del matrimonio.
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En efecto, como se desprende de los articulos 210 y 211 C. c,,
en relaciéon con otros preceptos del articulado del Cédigo, en la
comunidad convencional no podran considerarse comunes, sino
que habran de ser necesariamente privativos, los bienes que sirvan
objetivamente al ejercicio de la profesién exclusiva de uno de los
cényuges, y las indemnizaciones obtenidas por dafios de que fuera
exclusiva victima uno de los cényuges, asi como las pensiones com-
pensatorias de la pérdida total o parcial de la capacidad de trabajo
de uno de los cényuges.

En la comunidad convencional se mantendra inderogablemente
el mismo régimen de administracién del patrimonio consorcial
existente en la comunidad legal de bienes, y no podran tampoco
establecerse cuotas de participacién de los cényuges sobre el pa-
trimonio comin que no sean absolutamente iguales.

Y a fin de evitar posible fraude a los terceros, urdido por los
cényuges mediante una posible ampliacién de la comunidad con-
vencional a lo que fueran sus bienes privativos, la ley dispone que
los bienes de la comunidad convencional responden de las obliga-
ciones contraidas por uno de los cényuges antes del matrimonio
hasta el valor de los bienes privativos que fueran aportados por
el mismo a la comunidad.

C) Separacion convencional de bienes: Las capitulaciones ma-
trimoniales podran establecer un régimen de separacién de bienes,
y en defecto de que los cényuges hubiesen desarrollado mas deta-
lladamente dicho régimen de separacidn, o para el caso de que los
contrayentes se hubiesen limitado a expresar ante el juez, al tiem-
po de celebrarse el matrimonio, que se casan bajo un régimen de
separacién de bienes, regiran los preceptos del Cédigo reguladores
de la separacién convencional (arts. 215 a 219).

Estos preceptos parten del reconocimicnto del pleno dominio,
goce y administracién de cada cényuge sobre los bienes de que
sea titular exclusivo. Unicamente ofrece especial interés la norma
del articulo 219, al disponer que el conyuge podrd probar por cual-
quier medio, frente al otro cényuge, la propiedad exclusiva de un
bien; los bienes respecto de los que no se acredite la propiedad
exclusiva de uno de los cényuges, perteneceran por iguales mitades
indivisas a ambos.

Segin la generalidad de los autores, el articulo 219 debe enten-
derse en el sentido de que, frente a los terceros, la titularidad
exclusiva de un bien por parte de uno de los cényuges habra de
probarse en virtud de documento fehaciente, v a falta de dicha
prueba, se presumird que cada cényuge sélo es titular sobre dicho
bien de una mitad indivisa; entre los cényuges, cualquier medio
de prueba, aunque no sea fehaciente (v. gr., la confesién del otro
cényuge en documento privado), serd admisible.

D) E! fondo patrimonial: La reforma de 1975 ha dado también
regulacién, en los articulos 167 a 171 C. ¢, a la figura llamada «el
fondo patrimonial», que podemos definir con Antonio Macri como
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«el complejo de bienes que, destinado al levantamiento de las
cargas y necesidades familiares, y siendo de la propiedad de ambos
conyuges, salvo que se haya dispuesto otra cosa en el acto de su
constitucién, tiene por objeto determinados bicnes inmuebles o
muebles registrables o titulos de crédito».

Se trata de un patrimonio separado, que no se confunde con
e] privativo de los cényuges ni, en su caso, con la masa consorcial
(si hubiese un régimen de comunidad), que participa de la natu-
raleza propia de un patrimonio de afectacién o de destino, siendo
su finalidad atender a la satisfaccién de las necesidades fami-
liares.

En nuestra exposicion, nos limitamos unicamente a dar testi-
monio de la doctrina legal, contenida en los articulos 167 a 171 C. c.,
bajo el epigrafe «Del fondo patrimoniale», que regulan los siguien-
tes aspectos:

a) Constitucién del fondo patrimonial.

Cada uno de los cényuges, o bien ambos conjuntamente, en
documento publico, o bien incluso un tercero, por testamento, pue-
den constituir un fondo patrimonial destinando determinados bie-
nes inmuebles o muebles inscritos en Registros Publicos (buques,
aeronaves o automdviles), o titulos de crédito, a hacer frente a
las necesidades de la familia.

La constitucion del fondo patrimonial por acto entre vivos
efectuada por el tercero se perfecciona con la aceptaciéon de los
cényuges. Dicha aceptacién podrd hacerse con anterioridad, pero
necesariamente en documento publico.

La constitucién del fondo patrimonial puede tener lugar du-
rante el matrimonio o antes del mismo, a la vista del futuro matri-
monio («si nuptias sequuntur...»).

Los titulos de crédito deben extenderse a titulo nominativo,
con expresién del vinculo que entrafia su afectacién al fondo pa-
trimonial.

b) Empleo y administracién del fondo.

La propiedad de los bienes que constituyen el fondo patrimo-
nial corresponde a ambos cényuges, salvo que se haya establecido
otra cosa en el acto de constitucién del fondo.

Los frutos de los bienes que constituyen el fondo patrimonial
deberan emplearse para satisfacer las necesidades de la familia.

La administracién de los bienes que constituyen el fondo pa-
trimonial se regird por las normas que regulan la administracién
de los bienes de la comunidad legal de los cényuges (arts. 180 y ss.).

c) Enajenacién de los bienes del fondo.

Si no se hubiese dispuesto otra cosa en el acto de constitucion,
no se podran enajenar, hipotecar, pignorar o vincular bienes del
fondo patrimonial si no es con el consentimiento de ambos c6n-
yuges y, si hay hijos menores, con la autorizacién del juez, oido
el fiscal, en los casos de necesidad o utilidad evidente.
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d) Ejecucidén sobre los bienes y sobre los frutos del fondo.

La ejecucién sobre los bienes del fondo o sus frutos no podra
tener lugar por deudas contraidas sabiendo el acreedor que su
asuncién se hacia por causas ajenas a las necesidades de la familia.

e) Extincién del fondo:

La destinacién o afectacién del fondo patrimonial cesa por la.
anulacién, disolucién o extincién de los efectos civiles del matri-
monio. Si hay hijos menores, el fondo, sin embargo, perdurara
hasta la mayoria de edad del altimo hijo. En tal caso, el juez dic-
tard, a instancia de parte interesada, normas para la administra-
cién del fondo.

Consideradas las circunstancias econdémicas de los padres y
de los hijos, asi como cualquier otra circunstancia que estime
relevante, el juez puede atribuir a los hijos, en disfrute o en pro-
piedad, una cuota de los bienes del fondo.

Si no hay hijos, se aplican las disposiciones sobre la disolu-
cién de la comunidad legal de bienes entre cényuges (contenidas.
en los arts. 191 y ss. C. c.).






